ACCION DE REPARACION DIRECTA – Por incursión guerrillera / INCURSION GUERRILLERA – El 9 de julio de 1999 que pretendía atacar Estación de Policía de Hato Corozal en Casanare / DAÑO ANTIJURIDICO - Destrucción de inmuebles vecinos de Estación de Policía 
El 9 de julio de 1999, la Estación de Policía de Hato Corozal en Casanare fue atacada violentamente por un grupo armado organizado al margen de la ley, destruyendo a su paso, las casas vecinas cuyos poseedores resultaron ser Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, y Roque Fonseca Reyes quien la compartía con María del Carmen Bustacara Pérez. Adicionalmente, la señora Irma Moreno Silva sufrió la disminución de su sustento económico al verse frustrada la actividad comercial que desarrollaba consistente en el servicio de hospedaje ofrecido en la que fuera su casa de habitación. 

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Fundamento constitucional / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Se configura por la acción o la omisión de las autoridades públicas / DAÑO ANTIJURIDICO – Noción / ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Son el daño antijurídico, y la imputación del mismo a la administración / TITULOS DE IMPUTACION – Factor de atribución del daño causado 
A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”. Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”. NOTA DE RELATORIA: En relación con la noción del daño antijurídico, consultar sentencia de 13 de agosto de 2008, Exp. 17042, con respecto a la imputación consultar sentencia de 30 de agosto de 2007, Exp. 15932

, y referente a los títulos de imputación, consultar sentencia de 12 de julio de 1993; Exp. 7622
FUENTE FORMAL: CONSTITUCION POLITICA – ARTICULO 90 

IMPUTACION JURIDICA – Definición. Reiteración jurisprudencial / IMPUTACION FACTICA - Supone un estudio conexo entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva / IMPUTACION JURIDICA - Estudio que establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios alegados
NOTA DE RELATORIA: En relación con la imputación fáctica y jurídica, consultar sentencia de 9 de junio de 2010, Exp. 1998-0569
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Se configura por daños ocasionados por actos terroristas perpetrados por terceros cuando ha creado un riesgo / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – No se configura por el hecho de un tercero / RIESGO CREADO- Existente cuando terceros atacan vecinos de bases militares o policiales al representarles estas un riesgo grave y excepcional / TITULO DE IMPUTACION – Daño especial / DAÑO ESPECIAL – Su concepción se fundamenta en la equidad y la solidaridad / DAÑO ESPECIAL – Por perjuicios especialmente anormales derivados de las acciones legítimas de los agentes del Estado / DAÑO ESPECIAL – Configurado al presentarse desequilibrio en las cargas publicas
Se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”. En efecto, los daños ocasionados por hechos exclusivos y determinantes de un tercero no le son imputables al Estado salvo cuando ha sido éste el que ha creado el riesgo, como ocurre cuando se afecta “a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones”. En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable al caso sub lite, como se verá más adelante, debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera. NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño especial consultar sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515.
LEGITIMACION EN LA CAUSA POR ACTIVA – Se radica en cabeza del poseedor, propietario o tenedor del bien cuando las pretensiones se radiquen sobre inmuebles
La legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del predio según la condición con la cual se presente al proceso. Por consiguiente, “la ausencia de legitimación en la causa por activa, imposibilita desde el plano sustancial, dar por establecido el daño antijurídico alegado por los citados demandantes, ya que no se encuentra demostrado el carácter personal del mismo, esto es, que quien lo aduce sea la persona que efectivamente ha padecido la lesión, afectación o alteración sobre el interés jurídicamente tutelado que se alega en la demanda”. NOTA DE RELATORIA: En relación con la legitimación en la causa donde las pretensiones o su oposición versen sobre bienes inmuebles, consultar sentencia de 3 de febrero de 2010; Exp. 17636
DERECHO DE PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES – Se acredita demostrando el título y el modo / DERECHO DE PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES – Se establece con la escritura pública de compraventa y su inscripción en la oficina de instrumentos públicos / POSESION – Definición / DERECHO DE PROPIEDAD SOBRE BIENES INMUEBLES – Su existencia permite que en caso de afectación de este se pueda colegir una indemnización de perjuicios / DERECHO A ACCEDER A UNA REPARACION DE PERJUICIOS CAUSADOS A INMUEBLE – Podrá pedirla el poseedor, habitador o usuario, o quien tenga obligación de responder por ella en ausencia del dueño / POSESION DE HECHO – Para que se configure deberá existir el corpus y el animus / CORPUS - Manifestación de voluntad externa, de una relación material directa o indirecta, entre una persona y una cosa / ANIMUS - Estado anímico, o sicológico del poseedor en que se considera como señor y dueño de una cosa
Esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”. Por su parte, “el reconocimiento de la posesión como un derecho, que por supuesto detenta una lógica patrimonial, implica entonces, sin asomo de duda, la posibilidad de que en caso de que ésta se vea afectada, se pueda colegir una indemnización de perjuicios con representación pecuniaria”. Al efecto, en lo que se refiere al derecho de acceder a una reparación, el Código Civil Colombiano (artículo 2342) establece que “Puede pedir esta indemnización no solo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también pedirla, en otros casos, el que tiene la cosa, con la obligación de responder por ella; pero solo en ausencia del dueño”. Por su parte, el artículo 762 define que “La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él. El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo”. NOTA DE RELATORIA: En relación con la acreditación del derecho de propiedad sobre bienes inmuebles 9 de junio de 2010, Exp. 18155 y en relación con el reconocimiento de la posesión como un derecho, que detenta una lógica patrimonial, consultar sentencia de 22 de julio de 2009, Exp. 20528
FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL – ARTICULO 2342 / CODIGO CIVIL – ARTICULO762
DERECHO DE POSECION SOBRE INMUEBLES AFECTADOS – Acreditada al establecer animus y corpus sobre estos 

En el sub lite, los actores se presentan como poseedores de sendos inmuebles afectados por una incursión guerrillera, motivo por el cual corresponde a esta Subsección pronunciarse sobre la calidad mencionada. (…) se tiene que los actores ejercían posesión sobre los inmuebles afectados: por un lado, el corpus está representado en la relación material entre los demandantes y los inmuebles tal y como se desprende de los testimonios pues se trata de una relación evidente ante los ojos de terceros; y por el otro, el animus se encuentra evidenciado de acuerdo con el uso y goce que de los mismos realizaban los actores, hasta el punto de alegar el propio detrimento patrimonial con ocasión de la destrucción producida con la incursión guerrillera. En consecuencia, esta Subsección analizará lo relacionado con los perjuicios ocasionados a los actores en su calidad de poseedores por los daños producidos a dichos bienes, pues “Teniendo en cuenta la doble dimensión del hecho jurídico de la posesión, la física de aprehensión material de la cosa y la subjetiva de voluntad o intención de mantenerla en su poder, en principio la prueba de la posesión estará dada por la demostración del ejercicio del poder de hecho sobre la cosa, unido a la afirmación de que se está poseyendo para sí (presunción contenida en el art. 762 Código Civil)”. NOTA DE RELATORIA: En relación con la posesión de hecho y sus elementos que presumen su existencia, consultar sentencia de 
10 de julio de 2003, Exp. 11163, MP. María Elena Giraldo Gómez

FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL – ARTICULO 762

POSEEDORES DE BIENES INMUEBLES – Condición acreditada mediante pruebas testimoniales y prueba pericial solicitada por demandante, decretada y practicada en primera instancia
En efecto, en lo que se refiere a la calidad con la que actúa en el caso de autos la señora Irma Moreno Silva, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Cirtiano, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. En cuanto a la calidad alegada por José Pedro Martínez Rubio, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Critiano, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. Sobre la calidad con la que actúa Yajaira Garrido García, reposan los testimonios de Alfredo Sánchez, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. En cuanto a la calidad con la que Claudio Garrido Niño participa en el proceso, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Cirtiano, Héctor Alfonso Estupiñán, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. En relación con lo alegado por Roque Fonseca Reyes, reposan en el expediente los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Héctor Alfonso Estupiñán, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. Sobre este mismo inmueble comparte la posesión, la señora María del Carmen Bustacara Pérez.
COPIAS SILMPLES – Valor probatorio / VALOR PROBATORIO COPIAS SIMPLES – Reiteración jurisprudencial /  COPIAS SIMPLES – Serán valoradas si han obrado a lo largo del proceso, no han sido tachadas de falsas y respetan los principios de contradicción y de defensa de las partes / COPIAS SIMPLES – Con valor probatorio 
En lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio. NOTA DE RELATORIA: En relación con el valor probatorio de las copias simples, consultar sentencia de 9 de mayo de 2011, Exp. 36912, MP. Enrique Gil Botero.
DECLARACIONES DE PARTE EXTRAPROCESALES – Apreciables como pruebas sumarias al reposar en expediente desde el inicio / PRUEBAS SUMARIAS – Regulación legal 
En lo que se refiere a las declaraciones extraprocesales que reposan en el expediente, y cuyo objetivo principal es dar cuenta de la relación de las víctimas con los inmuebles afectados con la incursión guerrillera (posesión), serán apreciadas como pruebas sumarias conforme a lo previsto en el artículo 299 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 130 del artículo primero del decreto 2282 de 1989.
FUENTE FORMAL: CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTICULO 299 / DECRETO 2282 DE 1989 – ARTICULO 1 
PRUEBAS DOCUMENTALES – Fotografías / FOTOGRAFIAS – Con valor probatorio al ser examinadas y ratificadas en diligencia de  reconocimiento / DILIGENCIA DE RECONOCIMIENTO – Permiten establecer tiempo modo y lugar en que fotografías fueron tomadas / VALOR PROBATORIO DE FOTOGRAFIAS  - Reiteración jurisprudencial 

Con respecto a las fotos originales que reposan en los folios 46 a 54, es preciso indicar que las mismas registran la imagen que demuestra el estado en el que quedaron los inmuebles que las víctimas usufructuaban, pues al haber sido examinadas y ratificadas en diligencia de reconocimiento por quien en su momento las tomó, dan certeza sobre su origen y la época en las que fueron tomadas. NOTA DE RELATORIA: En relación con el valor probatorio de las fotografías, consultar sentencia de 21 de agosto de 2003, Exp. AP-01289
DAÑO ANTIJURIDICO – Primer elemento que debe existir para que se predique responsabilidad patrimonial del Estado / DAÑO ANTIJURIDICO – Acreditado 
De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”. En el caso sub lite, el detrimento patrimonial sufrido por Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, originado en la destrucción de sus inmuebles con ocasión de la incursión guerrillera ocurrida el 9 de julio de 1999, y en el caso de la señora Irma, en la disminución de su sustento económico, es suficiente para acreditar el daño antijurídico del cual se derivan los perjuicios cuya reparación solicitan. NOTA DE RELATORIA: En relación con los elementos que configuran la responsabilidad patrimonial de estado, consultar sentencia de 18 de febrero de 2010, Exp. 17885, MP. Myriam Guerrero de Escobar

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO – Configurada por incursión guerrillera al permitir creación de riesgo que se materializo 
El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “La Sala no desconoce que el daño en sí mismo considerado no lo produjo el Estado, sino un tercero, pero si advierte que para su producción el mencionado riesgo sí fue eficiente en el aparecimiento del mismo”. Lo anterior, en virtud de lo expuesto ad supra en relación con el título de responsabilidad aplicable en casos similares. NOTA DE RELATORIA: En relación con el daño especial, consultar sentencia de 27 de noviembre de 2002, Exp. 13774, MP. María Elena Giraldo Gómez

ACREDITACION PERJUICIOS U OBLIGACIONES – Carga probatoria de las partes / DESICIONES JUDICIALES – Principios / ONUS PROBANDI INCUMBIT ACTORI – Principio que establece que al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción / REUS IN EXCIPIENDO FIT ACTOR - Principio que establece que el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa / ACTORE NON PROBANTE REUS ABSOLVITUR - Principio que establece que el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción
Por mandato del artículo 1757 del Código Civil, incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. En efecto, las cargas con las que deben correr quienes se enfrentan en un litigio, responden a principios y reglas jurídicas que regulan la actividad probatoria, a través de las cuales se establecen los procedimientos para incorporar al proceso -de manera regular y oportuna- la prueba de los hechos, y de controvertir su valor con el fin de que incidan en la decisión judicial; en efecto, su intención es convencer al juez sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos dañosos, y la respectivas consecuencias. En este orden de ideas, al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba. NOTA DE RELATORIA: En relación con la obligación de las partes de acreditar los hechos u obligaciones en que basa su acción o defensa, consultar sentencia de 20 de marzo de 2013; Exp. 25953, MP. Olga Mélida Valle de De La Hoz

FUENTE FORMAL: CODIGO CIVIL – ARTICULO1757 /  CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTICULO 177
DICTAMEN PERICIAL – Definición / DICTAMENTE PERICIAL – Criterios de valoración. Reiteración jurisprudencial / DICTAMEN PERICIAL – Con valor probatorio si peritos aportan relación clara, precisa y detallada de procesos cognitivos realizados y de sus resultados o conclusiones / DICTAMEN PERICIAL – Sin valor probatorio al no ofrecer certeza de su dicho para establecer perjuicios materiales 
En el sub lite, para efectos de la tasación de los perjuicios alegados por los demandantes, reposa dictamen pericial que no fue objetado, ni su aclaración ni adición solicitada por ninguna de las partes. Así, la Sala precisa que el dictamen pericial constituye un elemento de prueba que debe ser valorado por el funcionario judicial, inicialmente de acuerdo con los criterios previstos en los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, y luego en conjunto con los demás medios probatorios de acuerdo con las reglas de la sana crítica. Por lo tanto, bajo dichos preceptos legales se tiene que la prueba pericial es un medio de convicción a través del cual se aportan elementos técnicos, científicos o artísticos al proceso, con miras a dilucidar la controversia. En consecuencia, los peritos deben aportar una relación clara, precisa y detallada de los procesos cognitivos realizados y de sus resultados o conclusiones -a través de la descripción de los hallazgos consignando la memoria del proceso para llegar a ellos-, con arreglo a los principios de la ciencia, arte o técnica aplicada, y respondiendo ordenadamente y en forma concreta y expresa, todos los puntos sometidos a su consideración, especificando las herramientas empleadas, sus alcances y limitaciones, exigencia lógica si se atiende a que con base en dichos detalles, el funcionario judicial tendrá los elementos necesarios para soportar su decisión. (…) Efectivamente, los peritos rindieron concepto identificando los inmuebles de acuerdo con lo visto en el terreno y lo dicho por los poseedores de los mismos, pero sin contrastar dicha información con la que pudiera existir en las entidades encargadas de la delimitación de predios rurales y urbanos tales como el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o la Oficina de registro de instrumentos públicos del municipio. Al detallar el estado en que se encontraban los inmuebles, efectivamente describieron lo que encontraron, pero establecieron montos de reconstrucción y mano de obra sin ningún tipo de soporte que permitiera concluir que los valores utilizados para hacer las operaciones aritméticas corresponden a los reales de acuerdo con la dinámica económica y de mercado de la región; finalmente, y extralimitando las condiciones del mandato, los peritos cuantificaron valores por lucro cesante en favor de Yajaira Garrido y Pedro Martínez. En consecuencia, por ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, la prueba no otorga convicción ninguna al juez para cuantificar el valor de los daños sufridos por los actores, motivo por el cual será desechada de acuerdo con el artículo 241 del CPC.
FUENTE FORMAL: CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTICULO 233 / CODIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL – ARTICULO 241 

INEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES - Daño emergente / DAÑO EMERGENTE – Para tasarlo deberá establecerse si perjudicados recibieron subsidio de vivienda a titulo de reparación / SUBSIDIO DE VIVIENDA - Para mejoramiento, construcción en sitio propio y adquisición de esta como medida de reparación a víctimas del conflicto armado interno / MEDIDAS DE RESTITUCION EN MATERIA DE VIVIENDA – Regulación legal / CONDENA EN ABSTRACTO – Al no establecer valor real de reconstrucción de inmuebles destruidos / DAÑO EMERGENTE – Negado al no acreditarse perjuicio
Esta Subsección no comparte el razonamiento realizado por el A quo con relación a la valoración que hizo del dictamen pericial para tasar los perjuicios materiales, y en todo caso considera que para fijar el monto final, se requiere establecer si los demandantes han recibido a título de reparación, el subsidio del que tratan los artículos 123 y siguientes de la ley 1448 de 2011 para mejoramiento, construcción en sitio propio y adquisición de vivienda como medida de reparación a víctimas del conflicto armado interno. De ahí que en el mismo sentido en que lo solicitó el Ministerio Público, y en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto con el fin de que en trámite incidental con intervención de peritos, se establezca el valor al que asciende la reconstrucción de dichos inmuebles teniendo en cuenta el precio del metro cuadrado en dicho municipio, actualizado a precios constantes de hoy (por cuanto su valor no pudo ser definido por ausencia de prueba idónea) previo requerimiento a las autoridades competentes para que certifiquen si han otorgado alguna suma de dinero a los actores por dicho concepto en los términos de la ley 1448 de 2011, la cual deberá ser descontada del valor reconocido por los perjuicios materiales que se tasen en el incidente. En todo caso, se ordenará enviar copia de esta providencia tanto a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para lo de su competencia. En lo que se refiere al reconocimiento del daño emergente por la pérdida de los bienes muebles que reposaban en las viviendas al momento de la incursión guerrillera, esta Subsección se abstendrá de reconocer valor alguno por no encontrarlo acreditado. NOTA DE RELATORIA: En relación con la tasacion de perjuicios materiales por concepto de daño emergente, consultar sentencia de 30 de enero de 2013, Exp. 24676, MP. Olga Mélida Valle de De la Hoz

FUENTE FORMAL: LEY 1448 DE 2011 – ARTICULO 123
INDEMNIZACION PERJUICIOS MATERIALES – Lucro cesante / LUCRO CESANTE – A favor de propietaria de establecimiento comercial / DERECHO DE PROPIEDAD SOBRE ESTABLECIMIENTO DE COMERCIO – No existe tarifa legal para establecerlo / REGULACION DE PERJUICIOS – La valoración de los daños atenderá principios de reparación integral y equidad y observara criterios técnicos actuariales / SENTENCIA EN ABSTRACTO – Al no acreditar monto de lucro cesante pero en virtud de los principios de reparación integral y equidad / LUCRO CESANTE – Deberá establecerse a través de incidente de regulación de perjuicios / INCIDENTE DE REGULACION DE PERJUICIOS – Criterios
Si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia. Así las cosas, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de las “Residencias El Viajero” que la señora Irma Moreno tenía en el mismo inmueble en el que vivía, establecimiento comercial que le servía de sustento económico. Ahora bien, a pesar de negar cualquier valor probatorio al dictamen pericial en el que se calcularon los ingresos que obtenía la señora Irma Moreno en desarrollo de dicha actividad económica, esto no impide su tasación pues se tiene certeza de que en el inmueble se prestaba un servicio de alojamiento que le reportaba las ganancias suficientes para su sostenimiento. (…) dada la falta de prueba del lucro cesante y en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por la señora Irma Moreno con la destrucción de su inmueble: En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar la capacidad y categoría del servicio de hospedaje que había en el inmueble en el que vivía la señora Irma Moreno, para la época de los hechos. Posteriormente, se deberá acudir al referente que permita identificar el índice de negocios que podían celebrarse para la época de los hechos en un hospedaje con las características identificadas en el punto anterior, teniendo en cuenta información obrante en distintas entidades u organismos como pueden serlo el Ministerio de Cultura y Turismo o el Servicio Nacional de Aprendizaje.  Finalmente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor de la señora Irma Moreno a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante. NOTA DE RELATORIA: En relación con el fallo en abstracto  y el principio de equidad, consultar sentencia de sentencia del 20 de enero de 2009, Exp. 17001-31-03-005-1993-00215-01

FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTICULO172 / LEY 446 DE 1998 – ARTICULO 56
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION C

Consejera ponente: OLGA MELIDA VALLE DE DE LA HOZ

Bogotá, D.C. trece (13) de junio de dos mil trece (2013)

Radicación número: 85001-23-31-000-1999-00345-01(19505)

Actor: IRMA MORENO SILVA Y OTROS

Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA - POLICIA NACIONAL
Referencia: APELACION SENTENCIA – ACCION DE REPARACION DIRECTA

Resuelve la Subsección el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, el 5 de octubre de 2000, por medio de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda, así: 

1. Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, de los daños causados a los demandantes Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes, y María del Carmen Bustacara Pérez, en sus inmuebles ubicados en el perímetro urbano del municipio de Hato Corozal, Casanare, por la toma guerrillera ocurrida el 9 de julio de 1999.

2. Condenar a la parte demandada a pagar a los accionantes a título de indemnización por los perjuicios sufridos, las sumas reconocidas en la parte considerativa de esta providencia, las cuales deberán ser actualizadas acorde a la fórmula de las matemática financiera [sic] aceptada por el H. Consejo de Estado, atrás explicada. 

3. Dese cumplimiento a esta sentencia en los términos de los actuales artículos 176 y 178 del C.C.A.

4. Negar las demás pretensiones solicitadas. 

5. Si esta sentencia no fuere apelada será consultada con el H. Consejo de Estado, si de acuerdo a la actualización de los perjuicios que deberá presentar la accionante en la forma prevista en el inciso 2º del artículo 57 de la ley 446 de 1998, modificatoria del artículo 184 del C.C., tiene vocación de consulta.  

ANTECEDENTES

1. La demanda

El 8 de noviembre de 1999, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de Reparación Directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la señora Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, formularon demanda ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Casanare, en contra de la Nación, Ministerio de Defensa Nacional, Policía Nacional, solicitando que se hagan las siguientes declaraciones y condenas (folio 6 del cuaderno principal):

PRIMERA.- Declarar administrativa y extracontractualmente responsable a LA NACIÓN  (Ministerio de Defensa, Policía Nacional), de los perjuicios ocasionados a los demandantes por la destrucción de sus casas de habitación y de un local comercial ubicado en el perímetro urbano del municipio de Hato Corozal (Casanare), con motivo del ataque guerrillero dirigido a la Estación de Policía de dicho municipio, y el posterior intercambio de disparos, ocurrido el día 9 de julio de 1999.

SEGUNDA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar a la demandante Irma Moreno Silva, a título de daño emergente, por los daños en su inmueble y en el local comercial “Residencias El Viajero”, en los enseres que se encontraban dentro, y por el valor de la reconstrucción, la suma de ciento veinte millones ($120’000.000.00) de pesos, o lo que se demuestre dentro del proceso, más un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999, y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales.

TERCERA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar al demandante José Pedro Martínez Rubio, a título de daño emergente, por los daños en su inmueble, en los enseres de su casa, y por el valor de su reconstrucción, la suma de cincuenta millones ($50’000.000.00) de pesos, o lo que se demuestre dentro del proceso, más un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 de 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999, y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales. 

CUARTA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar a la demandante Yajaira Garrido García, a título de daño emergente, por los daños en su inmueble, en los enseres de su casa, y por el valor de su reconstrucción, la suma de treinta millones ($30’000.000.00) de pesos, o lo que se demuestre dentro del proceso, más un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 de 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999, y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales. 

QUINTA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar al demandante Claudio Garrido Niño, a título de daño emergente, por los daños en su inmueble, en los enseres de su casa, y por el valor de su reconstrucción, la suma de cincuenta millones ($50’000.000.00) de pesos, o lo que se demuestre dentro del proceso, más un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 de 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999 y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales. 

SEXTA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar a los demandantes Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, a título de daño emergente, por los daños en su inmueble, en los enseres de su casa, y por el valor de su reconstrucción, la suma de treinta millones ($30’000.000.00) de pesos, o lo que se demuestre dentro del proceso, más un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 de 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999 y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales. 

SÉPTIMA.- Condenar a LA NACIÓN (Ministerio de Defensa, Policía Nacional) a pagar a la demandante Irma Moreno Silva, a título de lucro cesante, por las ganancias que ha dejado de recibir en su local comercial denominado “Residencias El Viajero” ubicado en el inmueble de su propiedad, la suma de seiscientos mil ($600.000.00) pesos mensuales, desde el 9 de julio de 1.999 hasta cuando se reconstruya totalmente su casa. La cantidad debe ganar un doce por ciento de interés anual (art. 4 # 8 ley 80 de 1.993). Esta suma debe ser actualizada según la variación porcentual del índice de precios al consumidor existente entre julio de 1.999 y el de la fecha del fallo de segunda instancia, o del auto que liquide los perjuicios materiales.

OCTAVO.- LA NACIÓN, por medio de los funcionarios a quienes corresponda la ejecución de la sentencia, dictará dentro de los treinta (30) días siguientes a la comunicación de la misma, la resolución correspondiente en la cual se adoptarán las medidas necesarias para su cumplimiento, y pagará intereses moratorios desde la ejecutoria del fallo definitivo, hasta cuando se cancele totalmente la condena. 

Para fundamentar el anterior petitum, la actora se basó en los elementos fácticos que se resumen a continuación:  
El 9 de julio de 1999, la población de Hato Corozal en el departamento de Casanare fue víctima de una incursión guerrillera dirigida contra establecimientos representativos de la Nación, especialmente, contra la Estación de Policía, destruyendo, a su paso, las casas vecinas entre las que se encontraban las que usufructuaban los demandantes; en efecto, en su calidad de poseedores, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez vieron destruidos sus lugares de habitación al ser atacada la Estación de Policía por fuerzas al margen de la ley. Por su parte, la señora Irma Moreno Silva además de ver destruida su casa de habitación, perdió el sustento económico que le ofrecía el servicio de hospedaje que prestaba en el mismo inmueble. 

Con el objetivo de demostrar lo anterior, adjuntaron como pruebas documentales: algunas copias simples de contratos de compraventa de inmuebles, cuatro declaraciones extra-juicio, un memorial suscrito por el Defensor del Pueblo de Casanare, informe de novedad rendido por el Departamento de Policía del mismo Departamento, y 24 fotografías de inmuebles destruidos. 

Adicionalmente solicitaron oficiar al Director de la Policía Nacional y al Comandante de dicha institución en el Departamento de Casanare para que allegue el informe rendido con ocasión de los hechos narrados en la demanda y la lista de inmuebles afectados con la incursión alegada; al Comandante de la Policía Nacional del Departamento de Casanare, al Alcalde Municipal y al Personero Municipal para que rindan informe en el que describan las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se dio la incursión guerrillera relatada y sus consecuencias; y a la Oficina de Registro e Instrumentos Públicos del municipio de Hato Corozal para que envíe copia de la constancia de registro de la propiedad o posesión de los lotes que se dicen destruidos.

Finalmente solicitó hacer un reconocimiento de las fotos que se aportaron con la demanda, la práctica de un dictamen pericial y la recepción de algunos testimonios.  

2. La contestación de la demanda

La demanda fue admitida el 25 de noviembre de 1999 (folio 43 del cuaderno principal), y notificada personalmente a la Policía Nacional el 10 de diciembre siguiente (folio 45 del cuaderno principal).

El 25 de enero de 2000, la Policía Nacional contestó (folio 47 del cuaderno principal), ateniéndose a lo que resulte probado en el proceso. Al efecto expuso que “el hecho generador del daño no es atribuible a la administración, toda vez que ésta se limitó a ser sujeto pasivo de un ataque propiciado por personas al margen de la ley”, y en consecuencia, solicitó negar las súplicas de la demanda alegando el hecho de un tercero como eximente de responsabilidad. 

Adicionalmente solicitó oficiar al Comandante de Policía de Casanare para que rinda informe sobre los hechos relatados, y coadyuvó la solicitud de documentos que se elevaría a la Oficina de Registro de instrumentos Públicos del municipio de Hato Corozal. 

3. Los alegatos de conclusión en primera instancia 

Fracasada la audiencia de conciliación por cuanto a la demandada no le asistió ánimo conciliatorio, el 31 de agosto de 2002 se dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión (folio 75 del cuaderno principal). El 19 de septiembre siguiente (folio 79 del cuaderno principal), la Policía Nacional arrimó su escrito insistiendo en los argumentos esgrimidos en otras etapas procesales; adicionalmente advirtió que la prueba pericial no goza de documentos que soporten las conclusiones, y que las alegadas erogaciones por arriendos en las que los actores tuvieron que incurrir, no están probadas.  

El 23 de septiembre de 2002, los actores alegaron (folio 82 del cuaderno principal) insistiendo en que con base en el régimen de responsabilidad conocido como daño especial, los daños son imputables a la administración por cuanto el ataque iba dirigido contra la estación de policía del municipio. 

3. La providencia impugnada

El 5 de octubre de 2000, el Tribunal Administrativo de Casanare profirió sentencia  accediendo parcialmente a las súplicas de la demanda (folio 87 del cuaderno principal). En efecto, declaró la responsabilidad de la Nación por los daños ocasionados por la incursión guerrillera con base en la teoría del daño especial, “pues no sería justo que un grupo de indefensos ciudadanos tuvieren que soportar toda la carga de los efectos de una guerra civil no declarada que existe entre el Estado Colombiano y los grupos armados al margen de la ley”. En consecuencia, condenó al reconocimiento y pago de lo consignado en el dictamen pericial, disminuyendo el valor de la mano de obra al 30% del valor total de los materiales, por cada uno de los inmuebles afectados.  

4. El recurso de apelación

El 13 de octubre de 2000, la Policía Nacional interpuso recurso de apelación (folio 104 del cuaderno principal), el cual fue concedido el 26 de octubre siguiente (folio 106 del cuaderno principal), y admitido por la Sección Tercera del Consejo de Estado el 4 de abril de 2000 (folio 116 del cuaderno principal). 

En el escrito de sustentación (folio 113 del cuaderno principal), la demandada insistió en el hecho de un tercero como causal de exoneración de responsabilidad; adicionalmente, advirtió que el dictamen pericial no tenía soporte argumentativo ninguno, y que los perjuicios materiales a título de lucro cesante alegados por la señora Irma Moreno Silva eran inexistentes. 

Por su parte, el 4 de diciembre de 2001, y con base en el artículo 353 del C.P.C., la demandante adhirió al recurso de apelación en lo que le fue desfavorable (folio 140 del cuaderno principal).  

5. Los alegatos de conclusión en segunda instancia

Frustrada la audiencia de conciliación (folio 118 del cuaderno principal), se dio traslado a las partes para alegar el 15 de noviembre de 2001 (folio 139 del cuaderno adicional). 

El 7 de febrero de 2002, el Ministerio Público allegó su concepto de rigor en el que solicitó modificar la sentencia apelada con el fin de que la liquidación de perjuicios se hiciera en abstracto por cuanto la prueba pericial que reposa en el plenario no expone las razones por las cuales se llega a ciertos resultados (folio 148 del cuaderno principal). 

Las partes guardaron silencio (folio 164 del cuaderno principal). 

El proceso entró a esta Corporación para fallo el 12 de febrero de 2002, y fue asignado a este Despacho el 8 de abril de 2013 una vez la ponencia del doctor Carlos Alberto Zambrano fue derrotada en Sala Plena de Sección Tercera (folio 174 del cuaderno principal). 

6. La competencia de la Subsección 

El artículo 129 del C.C.A., modificado por el artículo 37 de la ley 446 de 1998 referido a la competencia del Consejo de Estado en segunda instancia
, dice que la Corporación, en la Sala Contenciosa Administrativa, conocerá en segunda instancia de las apelaciones de las sentencias dictadas en primera instancia por los tribunales, en el mismo sentido del artículo 212 de C.C.A., subrogado por el artículo 51 del Decreto 2304 de 1989. Así, la Corporación es competente para conocer del asunto, en virtud del recurso de apelación interpuesto por las partes
, en proceso con vocación de segunda instancia ante el Consejo de Estado
.

CONSIDERACIONES

Cumplidos los trámites propios de la segunda instancia, sin que exista causal alguna de nulidad que invalide lo actuado
, procede la Subsección a resolver el asunto sometido a su consideración de acuerdo con el siguiente esquema: 1) El régimen de responsabilidad aplicable; 2) El caso concreto; y 3) La condena en costas.   

1. El régimen de responsabilidad aplicable

A partir de la expedición de la Constitución de 1991, la responsabilidad del Estado se define de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 90 en virtud del cual, éste será patrimonialmente responsable por los daños antijurídicos causados por la acción u omisión imputable a sus agentes. En efecto, dos son los postulados que fundamentan dicha responsabilidad: i) El daño antijurídico, y ii) la imputación del mismo a la administración, “sin que sea posible predicar la existencia y necesidad y/o valoración y análisis de otro tipo de componentes a efectos de configurar la responsabilidad”
. Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho que “la fuente de la responsabilidad patrimonial del Estado es un daño que debe ser antijurídico, no porque la conducta del autor sea contraria al derecho, sino porque el sujeto que lo sufre no tiene el deber jurídico de soportar el perjuicio, razón por la cual se reputa indemnizable”
.

Sobre la noción de daño antijurídico, esta Sección ha definido que “consistirá siempre en la lesión patrimonial o extra-patrimonial que la víctima no está en el deber jurídico de soportar”
. En este sentido, el daño ocasionado a un bien jurídicamente tutelado, impone el deber de indemnizar el consecuente detrimento con el objetivo de garantizar el principio de igualdad ante las cargas públicas. 

En lo relativo a la imputación, se entiende que se trata de la “atribución de la respectiva lesión”
; en consecuencia, “la denominada imputación jurídica (imputatio iure o subjetiva) supone el establecer el fundamento o razón de la obligación de reparar o indemnizar determinado perjuicio derivado de la materialización de un daño antijurídico, y allí es donde intervienen los títulos de imputación que corresponden a los diferentes sistemas de responsabilidad que tienen cabida tal como lo ha dicho la jurisprudencia en el artículo 90 de la Constitución Política”
.

Al respecto, en recientes pronunciamientos, esta Sección ha reiterado que: 

“la imputación fáctica supone un estudio conexo o conjunto entre la causalidad material y las herramientas normativas propias de la imputación objetiva que han sido delineadas precisamente para establecer cuándo un resultado, en el plano material, es atribuible a un sujeto. De otro lado, la concreción de la imputación fáctica no supone por sí misma, el surgimiento de la obligación de reparar, ya que se requiere un estudio de segundo nivel, denominado imputación jurídica, escenario en el que el juez determina si además de la atribución en el plano fáctico existe una obligación jurídica de reparar el daño antijurídico; se trata, por ende, de un estudio estrictamente jurídico en el que se establece si el demandado debe o no resarcir los perjuicios bien a partir de la verificación de una culpa (falla), o por la concreción de un riesgo excepcional al que es sometido el administrado, o de un daño especial que frente a los demás asociados es anormal y que parte del rompimiento de la igualdad frente a las cargas públicas”
.

En este sentido, se tiene que el daño antijurídico puede ser ocasionado por actos terroristas en los que la imputación de la responsabilidad al Estado “parte del supuesto de que el acto o la conducta dañosos son perpetrados por terceros ajenos a él, trátese de delincuencia común organizada o no, subversión o terrorismo”
. 

En efecto, los daños ocasionados por hechos exclusivos y determinantes de un tercero no le son imputables al Estado salvo cuando ha sido éste el que ha creado el riesgo, como ocurre cuando se afecta “a los vecinos de las bases militares o policiales, cuando éstas son atacadas por grupos al margen de la ley, porque si bien dichas bases tienen como finalidad la de defender a sus pobladores, representan un riesgo grave y excepcional para quienes habitan en sus inmediaciones”
.

En este orden de ideas, el análisis del régimen de responsabilidad aplicable al caso sub lite, como se verá más adelante, debe abordarse a título de responsabilidad objetiva por daño especial con base en la reciente sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera, que al respecto estableció: 

“Es por lo anterior que la Sección, cuando en esos casos no ha podido vislumbrar la existencia de una falla en el servicio, ha considerado que el Estado no por ello se encuentra exonerado de responder, sino que, ha encontrado fundamento a la declaratoria de responsabilidad en el daño sufrido por la víctima en tanto que ha considerado que el padecimiento de ese daño desborda el equilibrio de las cargas públicas y rompe con los principios de solidaridad y equidad. (…) Como sea que los hechos que dieron lugar al daño por el cual hoy se reclama ocurrieron en el marco del conflicto armado interno
 y resulta evidente que es al Estado a quien corresponde la búsqueda de soluciones que conlleven a la terminación de la guerra, de ahí que debe convenirse en que se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas. (…) Ahora, en cuanto al título de imputación como herramienta de motivación que debe ser aplicado para dar respuesta al caso concreto, la Sala considera que, en aras de materializar el valor justicia
, la responsabilidad del Estado en este caso se ha comprometido a título de daño especial, por entenderse que no hay conducta alguna que pueda reprochársele a la entidad demandada, quien actuó dentro del marco de sus posibilidades, así como tampoco se puede reprochar la conducta de la actora, quien se presenta como habitante del pequeño poblado de Silvia, víctima indirecta de un ataque dirigido contra el Estado, cuyo radio de acción no se limitó a objetivos estrictamente militares, sino que comprendió también a la población civil y que, en tales circunstancias le causó un perjuicio en un bien inmueble de su propiedad, trayendo para ella un rompimiento de las cargas públicas que debe ser indemnizado. (…) En conclusión, la Sección considera que en este caso resulta aplicable la teoría del daño especial, habida  cuenta que el daño, pese que se causó por un tercero, lo cierto es que ocurrió dentro de la ya larga confrontación que el Estado ha venido sosteniendo con grupos subversivos, óptica bajo la cual, no resulta constitucionalmente aceptable que el Estado deje abandonadas a las víctimas y, que explica que la imputación de responsabilidad no obedezca a la existencia de conducta alguna que configure  falla en el servicio, sino que se concreta como una forma de materializar los postulados que precisamente justifican esa lucha contra la subversión y representan y hacen visible y palpable, la legitimidad del Estado”
.

2. El caso concreto
2.1. La legitimación en la causa por activa

La legitimación en la causa es la calidad que le permite a una persona que hace parte de una relación jurídica, formular demandas u oponerse a las pretensiones que en su contra se formulen. Cuando las mismas se refieren a reclamos sobre bienes inmuebles, quien tiene la legitimación en la causa es el propietario, poseedor o tenedor del predio según la condición con la cual se presente al proceso. Por consiguiente, “la ausencia de legitimación en la causa por activa, imposibilita desde el plano sustancial, dar por establecido el daño antijurídico alegado por los citados demandantes, ya que no se encuentra demostrado el carácter personal del mismo, esto es, que quien lo aduce sea la persona que efectivamente ha padecido la lesión, afectación o alteración sobre el interés jurídicamente tutelado que se alega en la demanda”
.

Al respecto, esta Corporación ha sido enfática al sostener que la propiedad sobre bienes inmuebles se asegura demostrando el título y el modo en consonancia con lo dispuesto en la legislación nacional. En efecto, “la propiedad de un bien de esa naturaleza se acredita, entre otros, con la escritura pública de compraventa y con la inscripción de ésta en la oficina de instrumentos públicos del lugar del inmueble. Faltando cualquiera de estos dos elementos, se entenderá que la propiedad no se encuentra acreditada”
. 

Por su parte, “el reconocimiento de la posesión como un derecho, que por supuesto detenta una lógica patrimonial, implica entonces, sin asomo de duda, la posibilidad de que en caso de que ésta se vea afectada, se pueda colegir una indemnización de perjuicios con representación pecuniaria”
.

Al efecto, en lo que se refiere al derecho de acceder a una reparación, el Código Civil Colombiano (artículo 2342)
 establece que “Puede pedir esta indemnización no solo el que es dueño o poseedor de la cosa sobre la cual ha recaído el daño o su heredero, sino el usufructuario, el habitador, o el usuario, si el daño irroga perjuicio a su derecho de usufructo, habitación o uso. Puede también pedirla, en otros casos, el que tiene la cosa, con la obligación de responder por ella; pero solo en ausencia del dueño”. Por su parte, el artículo 762 define que “La posesión es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él. El poseedor es reputado dueño, mientras otra persona no justifique serlo” (subrayado fuera de texto). 

Justamente esta Corporación ha sostenido que:  

 

En la teoría de la apariencia jurídica (…) Cuando la posesión no se deriva del derecho de propiedad, se basa en una situación de hecho, no corresponde a un derecho preexistente y se colige de la demostración de dos situaciones: 

· De una manifestación externa, es decir del signo o de los actos que lo revelan ante los ojos de los terceros. Esta manifestación de voluntad externa, se constituye por una situación de hecho que consiste en una relación material, directa o indirecta, entre una persona y una cosa. Dicho de otro modo, es lo que se llama el corpus; éste se entiende como el conjunto de actos materiales que se están realizando continuamente durante todo el tiempo que dure la posesión, y además, constituyen su manifestación visible, la manera de ser comprobada por los sentidos. 

· De un estado anímico, o sicológico del poseedor en que se considera como señor y dueño (animus); éste, es el respaldo a los actos posesorios ejercidos sobre la cosa; es la voluntad de tenerla para si [sic], de modo libre e independiente de la voluntad de otra persona, y en función del derecho correspondiente, sea que éste realmente exista en cabeza del poseedor o no; sin este ánimo se da solo una fría relación física, sin alma, un hecho material sin verdadero contenido jurídico, sin vida ante el derecho
. 

En el sub lite, los actores se presentan como poseedores de sendos inmuebles afectados por una incursión guerrillera, motivo por el cual corresponde a esta Subsección pronunciarse sobre la calidad mencionada. Constan en el acervo probatorio las siguientes pruebas: 

· Folio 73 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Luis Alberto Plazas Ortega el primero de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “(…) PREGUNTADO. Dígale al Despacho si sabe cuáles fueron los inmuebles destruidos por motivo de la toma guerrillera y del posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999 en este municipio. CONTESTO: En esa toma me consta porque fui a verificar personalmente, destruyeron las residencias de doña IRMA MORENO, la casa de don CLAUDIO GARRIDO, la casa de PEDRO JOSÉ MARTÍNEZ, la de don ROQUE MARTINEZ, la de don ROQUE FONSECA y la de VIVENCIO UVA (…)”. 

· Folio 79 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Alfredo Sánchez el primero de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad de juramento sírvase hacer un relato de lo que le conste de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999, cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal. CONTESTO: Eso si fue cierto, ese día se tomaron el puesto de policía y destruyeron viviendas como la de Pedro Martínez, Irma Moreno, Yajaira Garrido, así las que he visto yo destruidas. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal, con motivo de la toma guerrillera del 9 de julio de 1999 y el posterior intercambio de disparos. CONTESTO. Los que mencione [sic] anteriormente y un señor Claudio Garrido (…)”. 

· Folio 83 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Plutarco Benítez Cirtiano el 2 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “(…) PREGUNTADO: Dígale al Despacho si sabe cuales [sic] fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y el posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Eso envainaron bastantes casas, la de Héctor Benítez, Irma Moreno, Carmensa [sic] Bustacara, Vicencio Uva, Claudio Garrido, Pedro Martínez (…)”. 

· Folio 87 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez el 2 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “(…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera del 9 de julio de 1999, y del posterior intercambio de disparos. CONTESTO: La casa de IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO, PEDRO MARTINEZ, ROQUE FONSECA, CLAUDIO GARRIDO, un poco también de ROQUE MARTINEZ Y DELFIN SILVA, también están las de atrás de la policía la de MARIO BARCHILON Y LUIS UNDA, LUIS CÁRDENAS, PLUTARCO BENITEZ Y HECTOR BENITEZ (…)”. 

· Folio 91 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Eddy José Prada Sánchez el 7 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad del juramento sírvase narrar todo lo que le conste de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal. CONTESTO: A mi consta [sic] que la casa de don Roque Martínez y Roque Fonseca, Pedro Martínez, Claudio Garrido, las residencias de doña Irma Moreno, Delfín fueron destruidas por la guerrilla según contaron porque yo estaba en la vereda El Cedral y yo al otro día vine y me di cuenta de la destrucción. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y del posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Los mismos que dige [sic] (…)”. 
· Folio 96 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Napoleón Rodríguez Vidal el 4 de abril de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “(…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y el posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO, PEDRO MARTÍNEZ, CLAUDIO GARRIDO Y ROQUE FONSECA (…)”. al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y el posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO, PEDRO MARTÍNEZ, CLAUDIO GARRIDO Y ROQUE FONSECA (…)”.

· Folio 65 del cuaderno 2 de pruebas: diligencia de inspección y avalúo realizada el 29 de febrero de 2000 en Hato Corozal, dentro de la prueba pericial solicitada por la parte demandante, en la que se lee: “(…) En el sector nororiental del municipio de Hato Corozal, se halló un lote de terreno donde funcionaba [sic] las residencias de la señora IRMA MORENO SILVA. (…) En el mismo sector del municipio fue hallado un lote donde estaba ubicado el inmueble (casa) de la señora YAJAIRA GARRIDO GARCÍA (…). En el mismo sector de esta municipalidad, se encuentra (…) una casa de propiedad del señor JOSE PEDRO MARTINEZ RUBIO (…). Al sector nororiental de la población se halla una casa de habitación de propiedad del señor CLAUDIO GARRIDO NIÑO (…). En el sector suroccidente de este municipio en el Barrio El Aeropuerto en la calle 12 No. 2-25 se halla la casa de habitación de ROQUE FONSECA REYES Y MARÍA DEL CARMEN BUSTACA [sic] PEREZ (…)”. 

De acuerdo con lo anterior, se tiene que los actores ejercían posesión sobre los inmuebles afectados: por un lado, el corpus está representado en la relación material entre los demandantes y los inmuebles tal y como se desprende de los testimonios pues se trata de una relación evidente ante los ojos de terceros; y por el otro, el animus se encuentra evidenciado de acuerdo con el uso y goce que de los mismos realizaban los actores, hasta el punto de alegar el propio detrimento patrimonial con ocasión de la destrucción producida con la incursión guerrillera. En consecuencia, esta Subsección analizará lo relacionado con los perjuicios ocasionados a los actores en su calidad de poseedores por los daños producidos a dichos bienes, pues “Teniendo en cuenta la doble dimensión del hecho jurídico de la posesión, la física de aprehensión material de la cosa y la subjetiva de voluntad o intención de mantenerla en su poder, en principio la prueba de la posesión estará dada por la demostración del ejercicio del poder de hecho sobre la cosa, unido a la afirmación de que se está poseyendo para sí (presunción contenida en el art. 762 Código Civil)”
.  
En efecto, en lo que se refiere a la calidad con la que actúa en el caso de autos la señora Irma Moreno Silva, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Cirtiano, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. 

En cuanto a la calidad alegada por José Pedro Martínez Rubio, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Critiano, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia.

Sobre la calidad con la que actúa Yajaira Garrido García, reposan los testimonios de Alfredo Sánchez, Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal, además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia.

En cuanto a la calidad con la que Claudio Garrido Niño participa en el proceso, reposan los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Alfredo Sánchez, Plutarco Benítez Cirtiano, Héctor Alfonso Estupiñán, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia.

En relación con lo alegado por Roque Fonseca Reyes, reposan en el expediente los testimonios de Luís Alberto Plazas Ortega, Héctor Alfonso Estupiñán, Eddy José Prada Sánchez y Napoleón Rodríguez Vidal además de lo consignado en la prueba pericial solicitada por la parte demandante, y decretada y practicada en primera instancia. Sobre este mismo inmueble comparte la posesión, la señora María del Carmen Bustacara Pérez.
2.2. Los hechos probados 

El acervo probatorio está integrado por las pruebas aportadas directamente por las partes y por las ordenadas por el A quo. Al respecto, se imponen varias precisiones. 

2.2.1. En lo que se refiere a las copias simples anexadas con la demanda
, las mismas serán valoradas teniendo en cuenta que reposaron en el plenario desde el inicio del proceso sin que fueran tachadas de falsas en las etapas procesales pertinentes. Así pues, dado que han obrado a lo largo del proceso y han sido sometidas a los principios de contradicción y de defensa de las partes conforme a los principios de buena fe y lealtad procesal que rigen toda actuación judicial, se les dará valor probatorio.

Al respecto, ha dicho la Sala:

“(…) en los términos de esta Sección, es procedente apreciar las copias simples siempre y cuando hayan obrado a lo largo del plenario, conforme al principio constitucional de buena fe, puesto que han estado sometidas al principio de contradicción, por las partes.   

Sobre el particular, en reciente providencia se discurrió así: 

“Lo primero que advierte la Sala es que el proceso penal fue aportado en copia simple por la parte actora desde la presentación de la demanda, circunstancia que, prima facie, haría invalorable los medios de convicción que allí reposan. No obstante, de conformidad con los lineamientos jurisprudenciales recientes, se reconocerá valor probatorio a la prueba documental que si bien se encuentra en fotocopia, ha obrado en el proceso desde el mismo instante de presentación del libelo demandatorio y que, por consiguiente, ha surtido el principio de contradicción. 

En efecto, los lineamientos procesales modernos tienden a valorar la conducta de los sujetos procesales en aras de ponderar su actitud y, de manera especial, la buena fe y lealtad con que se obra a lo largo de las diferentes etapas que integran el procedimiento judicial. 

En el caso sub examine, por ejemplo, las partes demandadas pudieron controvertir y tachar la prueba documental que fue acompañada con la demanda y, especialmente, la copia simple del proceso penal que se entregó como anexo de la misma, circunstancia que no acaeció, tanto así que los motivos de inconformidad y que motivaron la apelación de la providencia de primera instancia por parte de las demandadas no se relacionan con el grado de validez de las pruebas que integran el plenario sino con aspectos sustanciales de fondo que tienen que ver con la imputación del daño y con la forma de establecer la eventual participación en la producción del mismo. 

Por lo tanto, la Sala en aras de respetar el principio constitucional de buena fe, así como el deber de lealtad procesal reconocerá valor probatorio a la prueba documental que ha obrado a lo largo del proceso y que, surtidas las etapas de contradicción, no fue cuestionada en su veracidad por las entidades demandadas. 

El anterior paradigma fue recogido de manera reciente en el nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo –que entra a regir el 2 de julio de 2012– en el artículo 215 determina que se presumirá, salvo prueba en contrario, que las copias tienen el mismo valor del original cuando no hayan sido tachadas de falsas; entonces, si bien la mencionada disposición no se aplica al caso concreto, lo cierto es que con la anterior o la nueva regulación, no es posible que el juez desconozca el principio de buena fe y la regla de lealtad que se desprende del mismo, máxime si, se insiste, las partes no han cuestionado la veracidad y autenticidad de los documentos que fueron allegados al proceso”
. 

Así las cosas, la Sala valorará con libertad probatoria la documentación aportada por el demandado”
 (subrayado fuera de texto). 
2.2.2. Ahora bien, en lo que se refiere a las declaraciones extraprocesales que reposan en el expediente
, y cuyo objetivo principal es dar cuenta de la relación de las víctimas con los inmuebles afectados con la incursión guerrillera (posesión), serán apreciadas como pruebas sumarias conforme a lo previsto en el artículo 299 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 130 del artículo primero del decreto 2282 de 1989.

2.2.3. Con respecto a las fotos originales que reposan en los folios 46 a 54, es preciso indicar que las mismas registran la imagen que demuestra el estado en el que quedaron los inmuebles que las víctimas usufructuaban, pues al haber sido examinadas y ratificadas en diligencia de reconocimiento por quien en su momento las tomó
, dan certeza sobre su origen y la época en las que fueron tomadas
. 
No obstante lo anterior, esta Subsección tendrá en cuenta el reciente pronunciamiento de la Corte Constitucional en el que explicó que: “el valor probatorio de las fotografías no depende únicamente de su autenticidad formal sino de la posibilidad de establecer si la imagen representa los hechos que se le atribuyen, y no otros diferentes en razón del tiempo, del lugar o del cambio de posición de los elementos dentro de la escena capturada. Para ello, el juez debe valerse de otros medios probatorios, apreciando razonablemente el conjunto”
.

Realizadas las anteriores precisiones, pasa la Subsección a hacer la relación de las pruebas que considera útiles y pertinentes para fallar. 
Sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produjeron los daños reposan las siguientes pruebas: 

· Folio 11 del cuaderno 2 de pruebas: oficio No. 0294/COMAN DECAS suscrito el 2 de marzo de 2000 por el Comandante del Departamento de Policía de Casanare en el que se lee: “según el oficio sin número de fecha 11 de julio de 1999, suscrito por el señor Teniente TOSCANO LOPEZ BRUNO EDWIN Comandante de la Estación Hato Corozal, el día 090799 se presentó un enfrentamiento entre el personal de la Estación y subversivos de los frentes 10, 28 y 45 de las autodenominadas FARC. (…) De acuerdo al informe aludido los subversivos destruyeron en su totalidad el cuartel de Policía, al igual que elementos de intendencia y oficina. (…) En el informe del cual adjunto fotocopia auténtica, se menciona que las instalaciones del Banco Agrario y de algunas viviendas aledañas a la Estación de Policía fueron prácticamente arrasadas, pero no especifica nombres de sus propietarios o poseedores, o lista de los inmuebles aludidos”. 

· Folio 14 del cuaderno 2 de pruebas: Informe de novedad suscrito el 11 de julio de 1999 por el Comandante de la Estación de Policía de Hato Corozal, en el que se lee: “me permito informar a mi Mayor la novedad presentada el día 090799 a las 18:00 horas aproximadamente cuando ingresaron a la localidad alrededor de 200 subversivos de los frentes 10, 28 y 45 de las autodenominadas FARC que operan en los Departamentos de Arauca y Casanare atacando las instalaciones Policiales y por ende al personal adscrito a esta unidad. Dicha incursión fue realizada con cilindros de gas los cuales eran lanzados desde diferentes partes de la localidad así como con armas largas y de corto alcanze [sic] dejando un balance de un Suboficial herido y tres patrulleros en iguales condiciones que corresponden a (…). Las instalaciones del Banco Agrario y de algunas viviendas aledañas a la estación fueron prácticamente arrazadas [sic]”. 

· Folio 163 del cuaderno 2 de pruebas: diligencia de reconocimiento de fotos realizada en el Despacho del Juzgado Promiscuo Municipal de Hato Corozal en Casanare el 28 de febrero de 2000, en la que el señor Julio Enrique Fernández Delgado dijo: “esas fotos fueron tomadas por mí tres días después de la toma guerrillera a este municipio del 9 de julio de 1999, a los escombros de las casas de habitación de los señores IRMA MORENO SILVA, PEDRO ALBERTO AVILA, CLAUDIO GARRIDO y a la ESTACIÓN DE POLICÍA”.

· Folio 127 del cuaderno principal: oficio número 127 suscrito el 6 de julio de 2000 por el Personero Municipal del municipio Hato Corozal, en el que se responde al cuestionario elevado por la parte demandante: “a) si el día 9 de julio de 1999, se produjo un enfrentamiento entre miembros de la Policía Nacional y guerrilleros en el Municipio de Hato Corozal Casanare. – Es cierto, por cuanto yo me encontraba en el Municipio y en el Libro de Minuta de Guardia, de la Policía página 12, en fecha 09-07-99 a las 17:30 se realizó una anotación en la cual se informa al personal un posible ataque a la Estación; b) si con motivo del enfrentamiento armado, se produjo la destrucción del Comando de la Policía. – Es cierto parcialmente, ya que la destrucción se ocasionó en un 80%, es decir que quedaron algunas paredes. c) Si con motivo de dicho enfrentamiento se destruyeron los inmuebles vecinos al Comando de policía. En caso afirmativo, para que indique el nombre de sus propietarios o poseedores. – En realidad si [sic] se ocasionaron daños a los inmuebles cercanos; destrucción no sé, ya que me encontraba de vacaciones en este municipio y posteriormente hubo otra toma guerrillera así que no recuerdo para esa época los verdaderos daños ocasionados, los propietarios de los inmuebles de los cuales tengo el recuerdo de que sufrieron las consecuencias de este hecho fueron el señor ROQUE FONSECA, la señora IRMA MORENO, el señor PEDRO MARTÍNEZ, la señora YAJAIRA GARRIDO, CLAUDIO GARRIDO Y NAPOLEÓN RODRÍGUEZ”. 

Sobre el detrimento patrimonial que sufrieron los demandantes, reposan las siguientes pruebas: 

· Folio 73 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Luis Alberto Plazas Ortega el primero de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad de juramento sírvase narra [sic] al despacho todo lo que le conste de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal, de constarle por que [sic] le consta. CONTESTO: Si me consta que en esa fecha la guerrillera [sic] se tomó el municipio de Hato Corozal, perímetro urbano y a consecuencia de los cilindros que lanzaron fueron casi destruidas varias viviendas aledañas al puesto de policía. PREGUNTADO. Dígale al Despacho si sabe cuáles fueron los inmuebles destruidos por motivo de la toma guerrillera y del posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999 en este municipio. CONTESTO: En esa toma me consta porque fui a verificar personalmente, destruyeron las residencias de doña IRMA MORENO, la casa de don CLAUDIO GARRIDO, la casa de PEDRO JOSÉ MARTÍNEZ, la de don ROQUE MARTINEZ, la de don ROQUE FONSECA y la de VIVENCIO UVA. Claro está que alguna de ésta sufrieron [sic] pequeños daños. PREGUNTADO: Que le diga al Despacho que [sic] personas eran los propietarios o poseedores de los inmuebles destruidas [sic] como consecuencia de la toma guerrillera e intercambi [sic] de disparos realizados en el municipio de Hato Corozal el día nueve de julio de 1999. CONTESTO: Las que fueron destruidas la residencia de la señora Irma Moreno, la casa de YAJAIRA GARRIDO así como los dem´s [sic] que nombre [sic] anteriormente son los propietarios. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no que la señora IRMA MORENO SILVA alcaliba [sic] habitaciones dentro del inmueble que fue destruido, y si le consta o no cuanto [sic] cobraba mensualmente por cada habitación. CONTESTO: Si [sic] esas residencias el servicio que prestaba de alquilar las piezas de noche para hospedaje, el valor si no tengo conocimiento porque ninguna vez la utilice [sic]. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no cuánto tiempo permanecieron los inmuebles destruidos, caso afirmativo por que [sic] le consta. CONTESTO. Están destruidos desde la fecha hasta ahora permanecen igual, como es la casa donde funcionaban las residencias de doña Irma, la casa de Yajaira, la de Claudio Garrido y parte de la de José Pedro Antonio Martínez y me consta por que [sic] he visto personalmente”. 

· Folio 79 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Alfredo Sánchez el primero de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad de juramento sírvase hacer un relato de lo que le conste de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999, cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal. CONTESTO: Eso si fue cierto, ese día se tomaron el puesto de policía y destruyeron viviendas como la de Pedro Martínez, Irma Moreno, Yajaira Garrido, así las que he visto yo destruidas. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal, con motivo de la toma guerrillera del 9 de julio de 1999 y el posterior intercambio de disparos. CONTESTO. Los que mencione [sic] anteriormente y un señor Claudio Garrido. PREGUNTADO: dígale al Despacho que [sic] personas eran lo [sic] propietarios o poseedores de las casas destruidas como consecuencia de la toma guerrillera e intercambio de disparos realizados en el municipio de Hato Corozal, el día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Las mismas personas que mencione [sic] anteriormente. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no que la señora IRMA MORENO SILVA alquilaba habitaciones dentro del inmueble que fue destruido, y si le consta o no, cuánto cobraba mensualmente por cada habitación. CONTESTO: Yo creo que si por que [sic] eran unas residencias y no me consta cuanto [sic] cobraría por cada habitación. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta cuánto tiempo permanecieron las casas destruidas, caso afirmativo por que [sic] le consta. CONSTESTO: Las que le mencione [sic] están destruidas todabía [sic], y me consta por que [sic] yo paso por la calle y ahí se puede ver”. 

· Folio 83 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Plutarco Benítez Cirtiano el 2 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad del juramento sírvase hacer un relato de lo que le conste si le consta de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero atacó al municipio de Hato Corozal. CONTESTO: Si [sic] entraron y acabaron varias casas. PREGUNTADO: Dígale al Despacho si sabe cuales [sic] fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y el posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Eso envainaron bastantes casas, la de Héctor Benítez, Irma Moreno, Carmensa [sic] Bustacara, Vicencio Uva, Claudio Garrido, Pedro Martínez. (…) PREGUNTADO. Manifiéstele al Despacho quienes [sic] eran los propietarios o poseedores de las casas destruidas a consecuencia de la toma guerrillera del 9 de julio de 1999, y el posterior intercambio de disparos. CONTESTÓ: Los mismos mencionados y la mía, la Defensa Civil hay otras casas que quedaron con porquitos [sic] daños, como la de Luis Cárdenas y Tilia Barrera. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no que la señora IRMA MORENO SILVA alquilaba habitaciones dentro del inmueble que fue destruido, y si le consta o no cuánto cobraba mensualmente por cada habitación, caso afirmativo por que [sic] le consta. CONTESTO: Eso si por que [sic] ahí era una residencia, pero no tengo idea cuanto [sic] cobraría por cada habitación. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no cuánto tiempo permanecieron las casas destruidas, CONTESTO: La de doña Irma, Yajaira Garrido, Pedro Martinez están todavía [sic] destruidas y las otras si no sé si las arreglarían”. 

· Folio 87 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Héctor Alfonso Estupiñán Sánchez el 2 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad de juramento sírvase narrar todo lo que le consta si le consta de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero incursionó en este municipio. CONTESTO: Si [sic] me consta, tipo siete o sesi [sic] de la tarde entro [sic] la guerrilla y se atrincheraron atrás de mi casa y empezaron a disparar hacia la policía, esa toma duró más o menos hasta la una de la mañana, a las sesi [sic] de la mañana pasamos hacia el lado de la policía y encontramos que las casas que estaban frente a la policía estaban destruidas. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera del 9 de julio de 1999, y del posterior intercambio de disparos. CONTESTO: La casa de IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO, PEDRO MARTINEZ, ROQUE FONSECA, CLAUDIO GARRIDO, un poco también de ROQUE MARTINEZ Y DELFIN SILVA, también están las de atrás de la policía la de MARIO BARCHILON Y LUIS UNDA, LUIS CÁRDENAS, PLUTARCO BENITEZ Y HECTOR BENITEZ. PREGUNTADO: Diga al Despacho qué personas eran los propietarios o poseedores de las casas destruidas como consecuencia del intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Los mismos mencionados. (…) PREGUNTADO: Dígale al Despacho si le consta o no que la señora IRMA MORENO SILVA alquilaba habitaciones dentro del inmueble que fue destruido, y si le consta o no cuánto cobraban mensualmente por cada habitación. CONTESTO: Si [sic] ella arrendaba habitaciones en el inmueble que fue destruido por que ella tenía una residencia, pero no me consta cuánto cobraría mensualmente por cada habitación. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si sabe cuánto tiempo duraron los inmuebles destruidos. CONTESTO: Hasta esta época se encuentran destruidos la mayoría, el único que ha reconstruido es don Roque Fonseca y los Benítez”. 

· Folio 91 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Eddy José Prada Sánchez el 7 de marzo de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad del juramento sírvase narrar todo lo que le conste de los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal. CONTESTO: A mi consta [sic] que la casa de don Roque Martínez y Roque Fonseca, Pedro Martínez, Claudio Garrido, las residencias de doña Irma Moreno, Delfín fueron destruidas por la guerrilla según contaron porque yo estaba en la vereda El Cedral y yo al otro día vine y me di cuenta de la destrucción. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y del posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Los mismos que dige [sic]. PREGUNTADO: Que diga al Despacho qué personas eran los propietarios o poseedores de las casas destruidas como consecuencia del intercambio de disparos realizados en el municipio de Hato Corozal el día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Pedro Martínez, Roque Fonseca, Claudio Garrido y Delfín N. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no que la señora Irma Moreno Silva alquilaba habitaciones dentro del inmueble que fue destruido, y si le consta o no cuánto cobraba mensualmente por cada habitación, caso afirmativo por que [sic] le consta. CONTESTO: Si [sic] arrendaba pero no me consta a como [sic] arrendaría cada habitación. (…) PREGUNTADO: Que diga si le consta o no cuánto tiempo permanecieron las casas destruidas. CONTESTO: Las casas están destruidas todabía [sic]”. 
· Folio 96 del cuaderno 2 de pruebas: declaración rendida por el señor Napoleón Rodríguez Vidal el 4 de abril de 2000 en el Despacho del Juez Promiscuo Municipal de Hato Corozal, en la que se lee: “PREGUNTADO: Bajo la gravedad de juramento dígale al Despacho todo lo que le conste sobre los hechos ocurridos el día 9 de julio de 1999 cuando un grupo guerrillero atacó el municipio de Hato Corozal. CONTESTO: Si [sic] como a las seis hubo una toma guerrillera que duró toda la noche, en esa toma destruyeron varias viviendas entre esas la de la señora IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO y parte de la de don PEDRO PIPA MARTINEZ y CLAUDIO GARRIDO. PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho cuáles fueron los inmuebles destruidos en Hato Corozal con motivo de la toma guerrillera y el posterior intercambio de disparos, del día 9 de julio de 1999. CONTESTO: IRMA MORENO, YAJAIRA GARRIDO, PEDRO MARTÍNEZ, CLAUDIO GARRIDO Y ROQUE FONSECA. PREGUNTADO: Manifiéstele al despacho quienes [sic] eran los propietarios de las casas destruidas como consecuencia del intercambio de disparos realizados en el municipio de Hato Corozal, el día 9 de julio de 1999. CONTESTO: Las mismas personas nombradas. (…) Dígale al Despacho si le consta o no que la señora Irma Moreno Silva alquilaba habitaciones dentro de su inmueble que fue destruido, y si le consta o no cuánto cobraba mensualmente por cada habitación. CONTESTO: Si [sic] me consta que ella arrendaba habitaciones en su residencia y realmente no me consta exactamente cuánto cobraría pero me parece que $7000 por noche. (…) PREGUNTADO: Manifiéstele al Despacho si le consta o no cuánto tiempo permanecieron las casas destruidas. CONTESTÓ. Hasta el momento hay tres que no le han metido mano a las casas, la de don roque [sic] si le metio [sic] arreglo a los quince días, le metió zinc”. 

· Folio 65 del cuaderno 2 de pruebas: diligencia de inspección y avalúo realizada el 29 de febrero de 2000 en Hato Corozal, dentro de la prueba pericial solicitada por la parte demandante, en la que se lee: “Una vez allí fuimos atendidos por los señores IRMA MORENO SILVA, CLAUDIO GARRIDO NIÑO, JOSÉ PEDRO RUBIO, ROQUE FONSECA REYES Y MARÍA DEL CARMEN BUSTACARA PEREZ, quienes se identificaron en legal forma; luego procedimos con la orientación de los presentes a verificar y constatar lo siguiente: En el sector nororiental del municipio de Hato Corozal, se halló un lote de terreno donde funcionaba [sic] las residencias de la señora IRMA MORENO SILVA, de 19 mts de frente por 43 mts de fondo, allí se puede observar la existencia de escombros de lo que fuera la construcción que ostenta 31 divisiones destinadas a habitaciones, cocina, baños, garaje, locales, holls [sic]. (…) Dista de las instalaciones de la policía a 21 mts. (…) En el mismo sector del municipio fue hallado un lote donde estaba ubicado el inmueble (casa) de la señora YAJAIRA GARRIDO GARCÍA, de 8.50 mts de frente por 23.40 mts de fondo (…) por los escombros hallados se puede establecer que la construcción constaba con ses [sic] secciones destinadas a habitaciones, cocina, holl [sic], unidad sanitaria y patio de ropas. (…) Dista de la estación de policía a 21 mts (…) En el mismo sector de esta municipalidad, se encuentra un lote de terreno de 13.80 mts de frente por 8 mts de fondo, donde se encontraba una casa de propiedad del señor JOSE PEDRO MARTINEZ RUBIO (…). Por los vestigios e [sic] hallados se puede constatar que la construcción constaba de cinco secciones destinadas a locales, cocina, comedor, habitación y holl [sic] (…) Dista esta propiedad a 21 mts de las instalaciones de la Policía (…). Al sector nororiental de la población se halla una casa de habitación de propiedad del señor CLAUDIO GARRIDO NIÑO, dividida en dos apartamentos. (…) Dista de la estación de policía a 46 mts (…). En el sector suroccidente de este municipio en el Barrio El Aeropuerto en la calle 12 No. 2-25 se halla la casa de habitación de ROQUE FONSECA REYES Y MARÍA DEL CARMEN BUSTACA [sic] PEREZ (…) se puede observar que la vivienda se encuentra averiada, así como el techo por al parecer proyectiles (…). Dista el inmueble de 0 a 23 mts de la estación de policía. Terminada la verificación e identificación de los inmuebles que son objeto de la prueba pericial, se les hace saber a los señores peritos avaluadores que disponen de un término de DIEZ DÍAS HÁBILES para que rinda [sic] la prueba pericial bajo los requerimientos de la parte demandante”. 

· Folio 100 del cuaderno 2 de pruebas: dictamen pericial rendido en término por los peritos avaluadores en el que detallan el estado de cada inmueble para la fecha de la inspección, y definen que el valor de los materiales requeridos para la reconstrucción del inmueble de Roque Fonseca asciende a $16’714,681.08, y la mano de obra, a $10’097,584.60 de acuerdo con los precios unitarios de los materiales requeridos para la reconstrucción. La reconstrucción del inmueble de Irma Moreno asciende a $45’439,614.40, y la mano de obra, a $25’113,419.00 de acuerdo con los precios unitarios de los materiales requeridos para la reconstrucción; adicionalmente consideraron que debían reconocerse $3’000,000 a título de lucro cesante “por las características del establecimiento comercial, la ubicación, el tamaño, el número de habitaciones para alquilar, el tipo de servicios públicos con que contaba, sus acabados el valor del arriendo de una habitación persona/noche, el buen nombre comercial con que contaba”, etc. La reconstrucción del inmueble de Yajaira Garrido asciende a $11’653,182.20, y la mano de obra, a $6’032,176.00 de acuerdo con los precios unitarios de los materiales requeridos para la reconstrucción; adicionalmente establecen que se ha invertido $1’000,000 en la limpieza y retiro de escombros, y que se debe reconocer a título de lucro cesante $500,000 por la destrucción de un local que había en el inmueble, cifra que se determina por “las características del mismo, sus acabados, ubicación, tamaño, el tipo de servicios públicos con que contaba, el mercado de arriendo de locales en el casco urbano y los precios de los mismos”. La reconstrucción del inmueble de Pedro Martínez asciende a $8’003,845.90, y la mano de obra, a $4’923,196.20 de acuerdo con los precios unitarios de los materiales requeridos para la reconstrucción; adicionalmente consideraron que se debían reconocer $350,000 a título de lucro cesante por un local comercial que había en el inmueble “por las características del mismo, sus acabados, ubicación, tamaño, el tipo de servicios públicos con que contaba, el mercado de arriendo de locales en el casco urbano y los precios de los mismos”. La reconstrucción del inmueble de Claudio Garrido asciende a $18’630,256.65, y la mano de obra, a $11’070,485 de acuerdo con los precios unitarios de los materiales requeridos para la reconstrucción; sobre el local comercial que había en dicho inmueble, no se pudo establecer el lucro cesante generado con su inutilización.

2.3. La valoración probatoria y conclusiones

El acervo probatorio así constituido, permite tener por demostrado que el 9 de julio de 1999, la Estación de Policía de Hato Corozal en Casanare fue atacada violentamente por un grupo armado organizado al margen de la ley, destruyendo a su paso, las casas vecinas cuyos poseedores resultaron ser Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, y Roque Fonseca Reyes quien la compartía con María del Carmen Bustacara Pérez. Adicionalmente, la señora Irma Moreno Silva sufrió la disminución de su sustento económico al verse frustrada la actividad comercial que desarrollaba consistente en el servicio de hospedaje ofrecido en la que fuera su casa de habitación.  

2.3.1. El daño antijurídico

De acuerdo con lo que ha establecido esta Sección, al estudiar los procesos de reparación directa es indispensable abordar primeramente, lo relativo a la existencia o no del daño y si el mismo puede o no considerarse antijurídico; solo bajo la premisa de la existencia del daño antijurídico se ha de “realizar la valoración del otro elemento de la responsabilidad estatal, esto es, la imputación del daño al Estado, bajo cualquiera de los distintos títulos que para el efecto se ha elaborado”
. 

En el caso sub lite, el detrimento patrimonial sufrido por Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, originado en la destrucción de sus inmuebles con ocasión de la incursión guerrillera ocurrida el 9 de julio de 1999, y en el caso de la señora Irma, en la disminución de su sustento económico, es suficiente para acreditar el daño antijurídico del cual se derivan los perjuicios cuya reparación solicitan.

2.3.2. La imputación

Ahora, desde el plano de la imputación, corresponde determinar si dicha disminución patrimonial es imputable a las entidades demandadas, o si por el contrario, es atribuible a una causa extraña.

El acervo probatorio permite concluir que los daños son imputables a la entidad demandada por cuanto “La Sala no desconoce que el daño en sí mismo considerado no lo produjo el Estado, sino un tercero, pero si advierte que para su producción el mencionado riesgo sí fue eficiente en el aparecimiento del mismo”
. Lo anterior, en virtud de lo expuesto ad supra en relación con el título de responsabilidad aplicable en casos similares. 
Tasación de perjuicios

2.3.3. Perjuicios materiales

Por mandato del artículo 1757 del Código Civil, incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta. En efecto, las cargas con las que deben correr quienes se enfrentan en un litigio, responden a principios y reglas jurídicas que regulan la actividad probatoria, a través de las cuales se establecen los procedimientos para incorporar al proceso -de manera regular y oportuna- la prueba de los hechos, y de controvertir su valor con el fin de que incidan en la decisión judicial; en efecto, su intención es convencer al juez sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron los hechos dañosos, y la respectivas consecuencias
. 

En este orden de ideas, al juez se le impone regir sus decisiones de acuerdo con por lo menos, tres principios fundamentales: onus probandi incumbit actori (al demandante le corresponde probar los hechos en que funda su acción); reus, in excipiendo, fit actor (el demandado, cuando excepciona, funge de actor y debe probar los hechos en que funda su defensa); y actore non probante, reus absolvitur (el demandado debe ser absuelto de los cargos si el demandante no logra probar los hechos fundamento de su acción). Estos principios están recogidos tanto en la legislación sustancial (art. 1757 del CC) como en la procesal civil colombiana (art. 177 del CPC), y responden primordialmente a la exigencia de justificar lo afirmado con el fin de persuadir a otros sobre su verdad, salvo cuando se trate de hechos notorios y afirmaciones o negaciones indefinidas por no requerir prueba. 

En el sub lite, para efectos de la tasación de los perjuicios alegados por los demandantes, reposa dictamen pericial que no fue objetado, ni su aclaración ni adición solicitada por ninguna de las partes. Así, la Sala precisa que el dictamen pericial constituye un elemento de prueba que debe ser valorado por el funcionario judicial, inicialmente de acuerdo con los criterios previstos en los artículos 233 y siguientes del Código de Procedimiento Civil, y luego en conjunto con los demás medios probatorios de acuerdo con las reglas de la sana crítica. 

Por lo tanto, bajo dichos preceptos legales se tiene que la prueba pericial es un medio de convicción a través del cual se aportan elementos técnicos, científicos o artísticos al proceso, con miras a dilucidar la controversia. En consecuencia, los peritos deben aportar una relación clara, precisa y detallada de los procesos cognitivos realizados y de sus resultados o conclusiones -a través de la descripción de los hallazgos consignando la memoria del proceso para llegar a ellos-, con arreglo a los principios de la ciencia, arte o técnica aplicada, y respondiendo ordenadamente y en forma concreta y expresa, todos los puntos sometidos a su consideración, especificando las herramientas empleadas, sus alcances y limitaciones, exigencia lógica si se atiende a que con base en dichos detalles, el funcionario judicial tendrá los elementos necesarios para soportar su decisión. 

En el caso de autos, los actores solicitaron la práctica de una prueba pericial con el fin de responder al siguiente cuestionario: 

Primero.- Identificación por su ubicación y linderos, de los cinco inmuebles de los señores Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, en el municipio de Hato Corozal. 

SEGUNDO.- Estado en que se encuentran actualmente los cinco inmuebles mencionados. El personal de la diligencia y los peritos constatarán los siguientes puntos: 

A- Estado en que se encuentran.

B- Valor de los materiales que se requieren para su reconstrucción. 

C- Valor de la mano de obra requerida para su reconstrucción. En el caso de que al momento de la diligencia los inmuebles se encuentren reconstruidos, los peritos deberán certificar el tiempo que duró el trabajo de las mejoras, y su valor, según los recibos y los testimonios de quienes participaron en la obra. 

D- Valor de los daños producidos en el local comercial de la señora Irma Moreno Silva. 

E- El valor del lucro cesante causado a la señora Irma Moreno Silva, por las ganancias que dejó de percibir en su local comercial. 

TERCERO.- A que [sic] distancia se encuentran los mencionados inmuebles de las instalaciones de la Estación de policía de Hato Corozal, y del Palacio Municipal. 

Efectivamente, los peritos rindieron concepto identificando los inmuebles de acuerdo con lo visto en el terreno y lo dicho por los poseedores de los mismos, pero sin contrastar dicha información con la que pudiera existir en las entidades encargadas de la delimitación de predios rurales y urbanos tales como el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, o la Oficina de registro de instrumentos públicos del municipio. Al detallar el estado en que se encontraban los inmuebles, efectivamente describieron lo que encontraron, pero establecieron montos de reconstrucción y mano de obra sin ningún tipo de soporte que permitiera concluir que los valores utilizados para hacer las operaciones aritméticas corresponden a los reales de acuerdo con la dinámica económica y de mercado de la región; finalmente, y extralimitando las condiciones del mandato, los peritos cuantificaron valores por lucro cesante en favor de Yajaira Garrido y Pedro Martínez. 

En consecuencia, por ausencia de explicaciones sobre la metodología, los procedimientos y las herramientas que condujeron a las conclusiones descritas, y de soportes documentales o aún testimoniales de las mismas, la prueba no otorga convicción ninguna al juez para cuantificar el valor de los daños sufridos por los actores, motivo por el cual será desechada de acuerdo con el artículo 241 del CPC.

2.3.3.1. Daño emergente
 

En este orden de ideas, esta Subsección no comparte el razonamiento realizado por el A quo con relación a la valoración que hizo del dictamen pericial para tasar los perjuicios materiales, y en todo caso considera que para fijar el monto final, se requiere establecer si los demandantes han recibido a título de reparación
, el subsidio del que tratan los artículos 123 y siguientes de la ley 1448 de 2011 para mejoramiento, construcción en sitio propio y adquisición de vivienda como medida de reparación a víctimas del conflicto armado interno
.
De ahí que en el mismo sentido en que lo solicitó el Ministerio Público, y en aras de proteger el derecho a la reparación integral de las víctimas del conflicto armado interno, se condenará en abstracto con el fin de que en trámite incidental con intervención de peritos, se establezca el valor al que asciende la reconstrucción de dichos inmuebles teniendo en cuenta el precio del metro cuadrado en dicho municipio, actualizado a precios constantes de hoy
 (por cuanto su valor no pudo ser definido por ausencia de prueba idónea) previo requerimiento a las autoridades competentes
 para que certifiquen si han otorgado alguna suma de dinero a los actores por dicho concepto en los términos de la ley 1448 de 2011
, la cual deberá ser descontada del valor reconocido por los perjuicios materiales que se tasen en el incidente
. En todo caso, se ordenará enviar copia de esta providencia tanto a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas
 adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, como a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado
 para lo de su competencia. 
En lo que se refiere al reconocimiento del daño emergente por la pérdida de los bienes muebles que reposaban en las viviendas al momento de la incursión guerrillera, esta Subsección se abstendrá de reconocer valor alguno por no encontrarlo acreditado
. 

2.3.3.2. Lucro cesante

Si bien es cierto que para demostrar la propiedad de un establecimiento de comercio se requiere original o copia autenticada del certificado de cámara de comercio, también lo es que ésta no es la única prueba para demostrar aquella circunstancia. Así las cosas, con base en las pruebas documentales y testimoniales relacionadas ad supra, esta Subsección tiene por acreditada la existencia y funcionamiento de las “Residencias El Viajero” que la señora Irma Moreno tenía en el mismo inmueble en el que vivía, establecimiento comercial que le servía de sustento económico. 

Ahora bien, a pesar de negar cualquier valor probatorio al dictamen pericial en el que se calcularon los ingresos que obtenía la señora Irma Moreno en desarrollo de dicha actividad económica, esto no impide su tasación pues se tiene certeza de que en el inmueble se prestaba un servicio de alojamiento que le reportaba las ganancias suficientes para su sostenimiento.

Al respecto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, in extenso, que: 

“La Jurisprudencia con sustento en el principio de la equidad ha pregonado que pese a las consecuencias inherentes a la carga probatoria impuesta al perjudicado, hay eventos en los que sería injusto no concretar la cuantía de la indemnización, pretextando que aunque está demostrada la existencia del agravio no ha sido posible cuantificarlo en su exacta dimensión, puesto que el juzgador cuenta con distintas y muy variadas facultades enderezadas a tal finalidad, sin prescindir, claro está, de los criterios de equidad que impiden soslayar los derechos de los afectados, en el momento de realizar su tasación.

Sobre el particular, la Corte ha sostenido que “la equidad se erige en uno de los más caros principios teleológicos que debe caracterizar la gestión judicial, no sólo para interpretar la ley cual lo disponen los artículos 32 del Código Civil y 8º de la Ley 153 de 1887, sino para definir tópicos ajenos a la labor hermenéutica propiamente dicha, inclusive de naturaleza probatoria, pues, v. gr., de conformidad con la Ley 446 de 1998, dentro de cualquier proceso que se surta ante la administración de justicia, la valoración de daños irrogados a las personas, “atenderá los principios de reparación integral y equidad y observará los criterios técnicos actuariales” (art. 16, se subraya).

De manera, pues, que el juez puede evitar la iniquidad de sus fallos, y bien puede acudir a diferentes mecanismos que le permitan valuar la dimensión del perjuicio, con miras a dejar indemne a la víctima. 

Así lo ha entendido esta Corporación, conforme lo puso de presente en la sentencia de 7 de noviembre de 2008 (Exp.No.1999 000403 01), en la que trajo a colación algunos de los fallos en que para tasar la indemnización acudió a referentes que le permitían concretarla, citando entre ellos, por vía de ejemplo, el proferido el 8 de julio de 1964, en el que consideró que debía condenarse al pago de los frutos dejados de producir por un predio rural por hechos atribuibles al demandado, pese a las dificultades probatorias que el litigio presentaba, y para esa tasación tuvo en cuenta la utilidad que reportó una cosecha anterior (CVIII, pág.292); también rememoró aquellos en que ha estimado que el lucro cesante generado por la destrucción o deterioro de un vehículo podía determinarse indagando cuál es la ganancia que en el medio local produce otro carro de similares características (sentencias de 1º de septiembre de 1959, XCI pág.666; 26 de febrero de 1962, XCVIII pág.293). Aún más, recordó que en litigios en que no fue demostrada la existencia del lucro cesante, ni se aportaron elementos comparativos que contribuyeran a inferirlo, ha condenado al pago del interés corriente que habría rentado el capital inmovilizado a causa del daño (sentencias de 1º de junio de 1957, LXXXV pág.584; 22 de julio de 1959, XCI Pág.283; 16 de agosto de 1963, CLL CIV pág.628). 

En ese orden de ideas, tal como lo asentó la Corte en el fallo que recapituló las decisiones reseñadas, el juez, estando acreditado el daño, ante las deficiencias probatorias para cuantificar un lucro cesante efectivamente causado (pasado) o con un alto grado de posibilidad de producirse (futuro), debe echar mano de los métodos de evaluación que permitan determinarlo, ya sea por analogía o comparación, o por proyección o modelización. En el primero se impone la adopción de un referente que proyecte la afectación de la actividad a causa del daño, como acontece con el índice de negocios celebrados con anterioridad, en una situación análoga a la existente al momento de su ocurrencia; y con el otro método, se busca describir cómo hubiere funcionado la empresa de no haberse presentado el perjuicio, comparándolo con la situación realmente afrontada por ella, sistema aplicable cuando no es factible la confrontación con modelos anteriores, tal como sucede en los casos de fabricación frustrada de productos novedosos”
.

De acuerdo con lo anterior, dada la falta de prueba del lucro cesante y en aras de hacer efectivos los principios de reparación integral y equidad, se condenará en abstracto para que el monto se concrete en etapa incidental siguiendo el primero de los métodos de evaluación propuestos por nuestra Honorable Corte Suprema de Justicia, de acuerdo con las siguientes reglas que tienen como objetivo determinar lo dejado de percibir por la señora Irma Moreno con la destrucción de su inmueble: 

1. En el marco de lo estipulado en el artículo 172 del C.C.A. modificado por el artículo 56 de la Ley 446 de 1998, se ordenará acudir a todos los elementos de juicio que permitan determinar la capacidad y categoría del servicio de hospedaje que había en el inmueble en el que vivía la señora Irma Moreno, para la época de los hechos.

2. Posteriormente, se deberá acudir al referente que permita identificar el índice de negocios que podían celebrarse para la época de los hechos en un hospedaje con las características identificadas en el punto anterior, teniendo en cuenta información obrante en distintas entidades u organismos como pueden serlo el Ministerio de Cultura y Turismo o el Servicio Nacional de Aprendizaje. 

3. Finalmente, se deberá proyectar la afectación de la actividad a causa del daño, multiplicando el índice de negocios que resulte del punto anterior por seis (6) meses, correspondientes al lapso que se presume requerido para recomponer una actividad comercial
.  

4. La cifra que resulte de la operación anterior, se reconocerá en favor de la señora Irma Moreno a título de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante. 
3. La condena en costas.

Teniendo en cuenta la actitud asumida por las partes, de acuerdo con lo establecido en el artículo 55 de la ley 446 de 1998 que modifica el artículo 171 del C.C.A., y dado que no se evidencia temeridad ni mala fe de las partes, la Subsección se abstendrá de condenar en costas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

Modificar la sentencia apelada, esto es la proferida por el Tribunal Administrativo de Casanare, el 5 de octubre de 2000, la cual quedará así:

PRIMERO:
Declarar a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, administrativamente responsable por los daños causados a los inmuebles que usufructuaban los señores Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, Roque Fonseca Reyes, y María del Carmen Bustacara Pérez. 
SEGUNDO: 
Condenar en abstracto a la Nación, Ministerio de Defensa, Policía Nacional, y ordenar establecer el quantum de la obligación a través de un incidente de liquidación de perjuicios que se realizará en cumplimiento de las reglas señaladas en esta providencia, una vez se determinen las bases probatorias para la liquidación, por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente en favor de Irma Moreno Silva, José Pedro Martínez Rubio, Yajaira Garrido García, Claudio Garrido Niño, y Roque Fonseca Reyes y María del Carmen Bustacara Pérez, y en la modalidad de lucro cesante en favor de la señora Irma Moreno Silva.

TERCERO: 
Negar las demás pretensiones de la demanda.

CUARTO: 
Sin costas.

QUINTO: 
Enviar copia de la presente providencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adscrita al Departamento para la Prosperidad Social, y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.
SEXTO: 
Dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del C.P.C.
SEPTIMO: 
En firme esta providencia envíese el expediente al Tribunal de origen para lo de su cargo, previas las anotaciones de rigor.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA
Presidente de la Sala

ENRIQUE GIL BOTERO

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
� Es preciso advertir que el artículo 308 de la ley 1437 de 2011, dice que el nuevo Código “sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior”.


� “La competencia del juez de segunda instancia se encuentra limitada por el alcance del respectivo recurso de alzada (…) [Es así como], si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente por encontrarse conforme con ellos”. Consejo de Estado; Sala Plena de Sección Tercera; Sentencia de Unificación del 9 de febrero de 2012; Exp. 21060.


� De acuerdo con lo consignado en el decreto 597 de 1988, la cuantía requerida para que un proceso tuviera vocación de doble instancia -cuando la demanda fuera interpuesta en el año 1999-, era de $18’850,000. En el sub lite, la mayor pretensión superaba los $120’000,000, suma alegada como perjuicios materiales a título de daño emergente por la señora Irma Moreno Silva. 


� Al momento de la presentación de la demanda, el 8 de noviembre de 1999, no habían transcurrido los dos años de los que habla la norma para que la acción de reparación directa se encuentre caducada, por cuanto los hechos ocurrieron el 9 de julio de ese mismo año. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932.  


� Corte Constitucional, Sentencia C-333 de 1996.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 13 de agosto de 2008; Exp. 17042. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de agosto de 2007; Exp. 15932. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 12 de julio de 1993; Exp. 7622. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Exp. 19385


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 27 de noviembre de 2002; Exp. 13774. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Exp. 18536; 


� En lo que concierne a la definición de Conflicto Armado Interno, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, caso “La Tablada” – Informe No. 55/97, Caso No. 11.137  - Juan Carlos Abella vs. Argentina, 18 de noviembre de 1997, lo definió de la siguiente manera: “En contraste con esas situaciones de violencia interna, el concepto de conflicto armado requiere, en principio, que existan grupos armados organizados que sean capaces de librar combate, y que de hecho lo hagan, y de participar en otras acciones militares recíprocas, y que lo hagan.  ….  Los conflictos armados a los que se refiere el artículo 3, típicamente consisten en hostilidades entre fuerzas armadas del gobierno y grupos de insurgentes organizados y armados”.  


� De lo anterior se desprende, entonces, que el título jurídico más correcto para determinar la responsabilidad de reparar un daño será aquel que pase el análisis como el más justo. Pero ¿Qué es lo justo?. Es bien sabido que el tema es particularmente álgido en nuestros días y admite muchos enfoques de escuelas del pensamiento jurídico. No obstante si partimos de la aceptación de que la justicia es dar a cada uno lo suyo según la celebérrima sentencia de Ulpiano podemos explorar una respuesta. En efecto, esta definición, permite comprender lo que es la injusticia, que contrario a reconocer el Derecho, implica desconocerlo, lesionarlo, negarlo. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 19 de abril de 2012; Exp. 21515. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 3 de febrero de 2010; Exp. 17636. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de junio de 2010; Exp. 18155. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 22 de julio de 2009; Exp. 20528.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de noviembre de 1994; Exp. 9267. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 2 de marzo de 2000; Exp. 12497. 


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 10 de julio de 2003; Exp. 11163. M.P. María Elena Giraldo Gómez


� Reposan en folios: 24 a 31 del cuaderno principal


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 7 de marzo de 2011; Exp. 20171; M.P. Enrique Gil Botero. Valga la pena advertir que el artículo 16 del Decreto 1736 que corrige la ley 1564 de 2012 -por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones-, derogó el inciso primero del artículo 215 de la ley 1437 de 2011 - Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo-, al que hace mención esta referencia, luego las normas que continúan rigiendo las condiciones del valor probatorio de las copias simples son los artículos 252 y siguientes del CPC, las cuales perderán vigencia a partir del primero de enero de 2014 de acuerdo con las indicaciones contenidas en el artículo 627 de dicho compendio normativo (Código General del Proceso).


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 9 de mayo de 2011; Exp. 36912. M.P. Enrique Gil Botero


� Reposan en folios 28 y 29 del cuaderno principal


� Diligencia de reconocimiento de fotos desarrollada el 28 de febrero de 2000 en el Despacho del Juzgado Promiscuo Municipal de Hato Corozal, Casanare. Folio 163 del cuaderno 2 de pruebas. 


� Al respecto, ver sentencias de febrero 3 de 2002, Exp. 12497; M.P. María Elena Giraldo Gómez; 25 de julio de 2002, Exp. 13811; M.P. María Elena Giraldo Gómez; 1° de noviembre de 2001, Exp. AP-263;  y 21 de agosto de 2003, Exp. AP-01289.


� Corte Constitucional; Sentencia T-269 de 2012


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia de 18 de febrero de 2010; Exp. 17885. M.P. Myriam Guerrero de Escobar


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 27 de noviembre de 2002; Exp. 13774. M.P. María Elena Giraldo Gómez


� “Ahora bien, de conformidad con el artículo 1613 del C.C., el daño material comporta el daño emergente y el lucro cesante; doctrinaria y jurisprudencialmente se ha sostenido que tanto el daño emergente como el lucro cesante, pueden a su vez presentar las variantes de consolidado y futuro. Por perjuicio consolidado se entiende aquel que existe, es el perjuicio cierto, que “ya se exteriorizó”, es “una realidad ya vivida”. En tratándose del daño emergente, consiste en los desembolsos, egresos, o gastos efectuados; si se trata del lucro cesante, consiste en que “se haya concluido la falta del ingreso”. Se considera perjuicio no consolidado aquella disminución del patrimonio de la víctima que sobrevendrá, es futuro; ésta categoría se concreta en los desembolsos, egresos o gastos aún no efectuados (daño emergente futuro) y, en los ingresos que dejarán de percibirse (lucro cesante futuro)”. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 2 de febrero de 2001; Exp. 18983. M.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 20 de marzo de 2013; Exp. 25953; M.P. Olga Mélida Valle de De La Hoz


� “El daño emergente supone, por tanto, una pérdida sufrida, con la consiguiente necesidad para el afectado de efectuar un desembolso si lo que quiere es recuperar aquello que se ha perdido. El daño emergente conlleva que algún bien económico salió o saldrá del patrimonio de la víctima. Cosa distinta es que el daño emergente pueda ser tanto presente como futuro, dependiendo del momento en que se haga su valoración”. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 4 de diciembre de 2006; Exp. 13168. M.P. Mauricio Fajardo Gómez


� Ley 1448 de 2011. Artículo 69. “Medidas de reparación. Las víctimas de que trata esta ley, tienen derecho a obtener las medidas de reparación que propendan por la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada a favor de la víctima dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante”. Artículo 70. “El Estado colombiano, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá adoptar un programa integral dentro del cual se incluya el retorno de la víctima a su lugar de residencia o la reubicación y la restitución de sus bienes inmuebles”. Artículo 133. “Indemnización judicial, restitución e indemnización administrativa. En los eventos en que la víctima no acepte de forma expresa y voluntaria, que la entrega y recepción de la indemnización administrativa se entiende realizada en el marco de un contrato de transacción en los términos del artículo anterior, y el Estado sea condenado judicialmente a repararla, se descontarán de dicha condena la suma de dinero que la víctima haya recibido de cualquier entidad del Estado y que constituyan reparación. De igual forma, de la condena judicial se descontará el valor monetario de los predios que sean restituidos, de conformidad con la tasación monetaria que se realice de los mismos”.


� Ley 1448 de 2011. “Artículo 123. Medidas de restitución en materia de vivienda. Las víctimas cuyas viviendas hayan sido afectadas por despojo, abandono, pérdida o menoscabo, tendrán prioridad y acceso preferente a programas de subsidios de vivienda en las modalidades de mejoramiento, construcción en sitio propio y adquisición de vivienda, establecidos por el Estado. Lo anterior, sin perjuicio de que el victimario sea condenado a la construcción, reconstrucción o indemnización. Las víctimas podrán acceder al Subsidio Familiar de Vivienda de conformidad con la normatividad vigente que regula la materia y a los mecanismos especiales previstos en la Ley 418 de 1997 o las normas que la prorrogan, modifican o adicionan. El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o la entidad que haga sus veces, o el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, o la entidad que haga sus veces, según corresponda, ejercerá las funciones que le otorga la normatividad vigente que regula la materia con relación al subsidio familiar de vivienda de que trata este capítulo, teniendo en cuenta el deber constitucional de proteger a las personas que se encuentren en situación de debilidad manifiesta, razón por la cual deberá dar prioridad a las solicitudes que presenten los hogares que hayan sido víctimas en los términos de la presente ley. El Gobierno Nacional realizará las gestiones necesarias para generar oferta de vivienda con el fin de que los subsidios que se asignen, en virtud del presente artículo, tengan aplicación efectiva en soluciones habitacionales. Parágrafo 1º. La población víctima del desplazamiento forzado, accederá a los programas y proyectos diseñados por el Gobierno, privilegiando a la población mujeres cabeza de familia desplazadas, los adultos mayores desplazados y la población discapacitada desplazada. 


Parágrafo 2º. Se priorizará el acceso a programas de subsidio familiar de vivienda a aquellos hogares que decidan retornar a los predios afectados, previa verificación de condiciones de seguridad por parte de la autoridad competente”. Artículo 124. “Postulaciones al subsidio familiar de vivienda. Los postulantes al Subsidio Familiar de Vivienda en las condiciones de que trata este capítulo, podrán acogerse a cualquiera de los planes declarados elegibles por el Fondo Nacional de Vivienda o la entidad que haga sus veces, o por el Banco Agrario o la entidad que haga sus veces, según corresponda”. Artículo 125. “Cuantía máxima. La cuantía máxima del subsidio familiar de vivienda de que trata este capítulo será el que se otorgue en el momento de la solicitud a los beneficiarios de viviendas de interés social”.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de enero de 2013; Exp. 24676. M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz


� Ley 1448 de 2011. Artículo 126. “Entidad encargada de tramitar postulaciones. Las postulaciones al Subsidio Familiar de Vivienda de que trata este capítulo, serán atendidas por el Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial si el predio es urbano, o por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural si el predio es rural, con cargo a los recursos asignados por el Gobierno Nacional para el Subsidio de Vivienda de Interés Social”. Artículo 166. “De la unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas. Créase la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República”. Mediante el artículo 1 del Decreto 4157 de 2011, publicado en el Diario Oficial No. 48.242 de 3 de noviembre de 2011, la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas quedará adscrita al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. En consecuencia se reorganiza el Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación.


� “Insiste la Corte en que es preciso tener en cuenta que las medidas adoptadas en la ley no sustituyen los procesos ordinarios a los que debe acudir cualquier persona que se considere víctima de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de graves violaciones de las normas internacionales de Derechos Humanos, en orden a obtener la verdad y la justicia, y que las medidas de reparación administrativa, tampoco sustituyen per se, las vías ordinarias para acceder al resarcimiento de los daños, al punto que quien acceda a ella, podría perseguir, también, la reparación en esas instancias, a las que solo renunciarían si así deciden hacerlo de manera expresa en un contexto transaccional”. Corte Constitucional; Sentencia C-253A de 2012


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 30 de enero de 2013; Exp. 24676. M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz


� Ley 1448 de 2011. Artículo 168. “De las funciones de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.  La Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las víctimas coordinará de manera ordenada, sistemática, coherente, eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas en lo que se refiere a la ejecución e implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas y asumirá las competencias de coordinación señaladas en las Leyes 387, 418 de 1997, 975 de 2005, 1190 de 2008, y en las demás normas que regulen la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas”.


� Decreto 4085 de 2011. Artículo 2º. “Objetivo. La Agencia tendrá como objetivo el diseño de estrategias, planes y acciones dirigidos a dar cumplimiento a las políticas de defensa jurídica de la Nación y del Estado definidas por el Gobierno Nacional; la formulación, evaluación y difusión de las políticas en materia de prevención de las conductas antijurídicas por parte de servidores y entidades públicas, del daño antijurídico y la extensión de sus efectos, y la dirección, coordinación y ejecución de las acciones que aseguren la adecuada implementación de las mismas, para la defensa de los intereses litigiosos de la Nación”.


� Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 18 de julio de 2012; Exp. 23594. M.P. Olga Mélida Valle de De la Hoz


� “De este modo, el reconocimiento y pago que la parte actora solicita de los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde el momento en que se produce la suspensión del demandante en el ejercicio de sus funciones, no puede catalogarse como una modalidad del daño emergente, sino de lucro cesante. Este último corresponde, entonces, a la ganancia frustrada, a todo bien económico que, si los acontecimientos hubieran seguido su curso normal, habría ingresado ya o lo haría en el futuro, al patrimonio de la víctima”. Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 4 de diciembre de 2006; Exp. 13168. M.P. Mauricio Fajardo Gómez





� Corte Suprema de Justicia; Sala de Casación Civil; Sentencia del 20 de enero de 2009; Exp. No.170013103005 1993 00215 01


� Ver Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 25 de febrero de 1999; Exp. 14655: M.P. Héctor J Romero Díaz; y Consejo de Estado; Sección Tercera; Sentencia del 12 de septiembre de 2002; Exp. 13395. M.P. Ricardo Hoyos Duque





